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                         Sr. Ileana Calvo Fonseca                                                15 de marzo, 2007


DIVISIÓN DE CONTRATACION ADMINISTRATIVA

Al contestar refiérase 

al oficio No. 02642

15 de marzo, 2007

DCA-0941

Señora

Ileana Calvo Fonseca

Coordinadora, Departamento Legal

Ministerio de Ambiente y Energía

San José, Barrio González Lamhan

Estimada señora:

Asunto: Se devuelve sin el refrendo solicitado a la Adenda al Contrato de Arrendamiento suscrito entre el Ministerio del Ambiente y Energía y la Compañía Fernández Rohrmoser, S. A., a efectos de modificar el cambio de fuente de financiamiento, así como el mecanismo de reajuste de precio.

Se hace referencia a su oficio No. DAJ-0220 del 14 de febrero del 2007, mediante el cual solicita la autorización para modificar vía adenda las cláusulas sétima y primera del contrato suscrito entre ese Ministerio y la Compañía Rohrmoser S.A., correspondiente al arrendamiento del local que alberga las oficinas de la Dirección Superior de Cooperación y Relaciones Internacionales, así como las oficinas que el Ministerio estime necesarias, según lo señalado en la cláusula tercera del contrato original. 

Realizado el análisis de rigor, nos permitimos hacer las siguientes observaciones, a efectos de atender la supra indicada solicitud:

Del caso en estudio se desprende que el contrato que regula la relación de arrendamiento entre el Ministerio del Ambiente y Energía y la Compañía Fernández Rohrmoser, S.A. recibió el refrendo contralor el día 17 de julio de 1996, motivo por el cual a partir de ese momento, tal y como lo dispone el mismo contrato entró en vigencia el plazo de arrendamiento.

En cuanto a la cláusula primera del contrato de arrendamiento, relativa al mecanismo de reajuste de la renta pactada, debemos indicar que la Sala Constitucional ha reconocido como un derecho del contratista el mantenimiento del equilibrio económico-financiero del contrato administrativo. En ese sentido, esta Contraloría General ha señalado: 

“La posibilidad de que un contratista solicite un reajuste del precio que cotizó a la Administración, es un derecho que le otorga la Ley de Contratación Administrativa en el artículo 18. Sin embargo, más que un derecho, esta posibilidad fue consagrada por la Sala Constitucional como parte del principio constitucional de la licitación pública denominado principio de intangibilidad patrimonial.  Sobre esto, la Sala expuso lo siguiente: (...)   Como vemos, la Administración Pública está obligada a velar porque en el  contrato administrativo se mantenga siempre el equilibrio económico-financiero, y es por esa obligación que nace un derecho para el contratista.”  Oficio 463 del 18 de enero de 1998 DGCA 51-99.

Asimismo, de conformidad con los principios esenciales sobre la materia desarrollados por esa Sala Constitucional en su Sentencia No. 6432-98, se tiene que es constitucionalmente posible establecer distintos métodos para el cálculo de reajustes y revisiones del precio, a reserva de que en todos ellos estén comprendidos parámetros estrictos de razonabilidad y proporcionalidad, para que se tenga un mecanismo equitativo y ponderado que conduzca a hacer justicia administrativa. Así las cosas, una vez acordado y aprobado por la instancia correspondiente, es dable esperar que dicho mecanismo regirá, en principio, durante toda la vigencia del contrato, a menos que por razones muy calificadas las partes acuerden una modificación; aspecto que deberá justificarse adecuadamente.

Acorde con lo anterior y específicamente en lo que se refiere al arrendamiento de bienes inmuebles, el artículo 159 del Reglamento de Contratación Administrativa dispone que el reajuste de la renta se regirá por los parámetros contenidos en el artículo 67 de la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, norma que posibilita al menos tres diferentes formas para su cálculo: un porcentaje fijo igual al 15%, un porcentaje fijo menor al 15% y un porcentaje condicionado a la inflación acumulada de los doce meses anteriores al vencimiento de cada año de contrato, según el Índice de Precios al Consumidor, sobre el precio cotizado o bien, sobre el precio últimamente variado.

En el caso que nos ocupa, las partes pretenden modificar el mecanismo de ajuste de la renta pactada de manera que se incremente anualmente, de acuerdo al índice de precios al consumidor, siempre y cuando que éste sea menor o igual al 15%, tomando como base para el cálculo el año base pactado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 67 inciso a) de la Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos. En punto a este aspecto, interesa lo indicado por nuestra División de Asesoría y Gestión Jurídica mediante oficio 7896 (DAGJ-1825-2005) del 1 de julio del 2005:

“… los ajustes de las rentas pactadas en colones podrán aplicarse ya sea sobre el precio cotizado o bien, sobre el precio últimamente variado. Así las cosas, … el mecanismo originalmente acordado por las partes- ajustes porcentuales  sobre el precio cotizado- resulta conteste con los principios y doctrina que rigen la materia, por lo que no podría suponerse su modificación alegando que la aplicación de éste conlleva irregularidades y desequilibrios.

No obstante lo anterior, el artículo 71 del citado cuerpo normativo establece que con ocasión de una prórroga tácita del arrendamiento “…las partes podrán convenir en modificar las cláusulas del contrato…” , aspecto que incluiría la definición de una nueva base para el cálculo de los ajustes anuales de la renta pactada.  Por lo tanto, la jurisprudencia que informa esta materia, permite, tal como lo propone ese Ministerio, usar como base de negociación, no necesariamente la base originalmente pactada, sino que los incrementos se pueden hacer sobre la base anterior; sólo que en el momento correspondiente. De lo anterior se desprende, que será al momento de celebrar una nueva prórroga del contrato cuando las partes podrán modificar los parámetros generales que rigen los reajustes del precio. En este sentido, conviene recordar que dicho acuerdo, por estar estrechamente vinculado con un elemento esencial de la relación negocial, requerirá para su eficacia del refrendo de esta Contraloría General.”
En atención de lo expuesto, se concluye que solo será factible acordar una nueva base de cálculo del precio de arrendamiento mensual cuando acaezca el momento de una nueva prórroga, sea esto en el caso particular sometido a estudio el día 17 de julio del 2008.

Asimismo, en relación con la cláusula tercera del documento contractual, sobre el mecanismo de reajuste de precios y según el artículo 67, inciso a) de la ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, deberán realizarse los ajustes que de seguido se exponen de cara a una nueva gestión:

a) Cuando se hace mención a que el reajuste del precio se incrementará anualmente, deberá indicarse que se refiere al final de cada año de contrato. 

b) En esa misma cláusula se señala que se tomará como base para el cálculo el año base pactado. Sin embargo, deberá aclararse si dicho cálculo se refiere al precio inicialmente cotizado.

c) En cuanto al Índice de Precios al Consumidor, deberá tomarse como base la inflación acumulada de los doce meses anteriores al vencimiento de cada año del contrato.

De conformidad con los argumentos señalados, procedemos a devolver sin trámite la solicitud de refrendo a la adenda para modificar las cláusulas primera y sétima del contrato de suscrito entre el Ministerio del Ambiente y Energía y la Compañía Fernández Rohrmoser S.A., correspondiente al arrendamiento de las oficinas que ocupa la Dirección Superior de Cooperación y Relaciones Internacionales, así como aquellas que ese Ministerio considere necesarias. 

Atentamente,

Lic. German Brenes Roselló

Gerente Asociado

Ing. Martina Ramírez Montoya                                            Lic. Gerardo A. Villalobos Guillén

     Fiscalizadora Asociada                                                           Fiscalizador Asociado

Anexo:  Un expediente, una adenda original
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